CUESTIONARIO

 Contribuciones para el informe sobre “La violencia y su impacto en el derecho a la salud” sobre la resolución 42/16 del Consejo de Derechos Humanos
CUESTIONARIO
Datos de contacto
Comparta por favor sus datos de contacto en caso de que necesitemos comunicarnos con usted en relación con este cuestionario. (opcional)
	Tipo de actor (por favor seleccione uno)
	Estado 
Estado observador
Otro (por favor especifique):

	Nombre del Estado/persona
encuestada
	Ecuador, Ministerio de Salud Pública, 
Verónica Simbaña, Especialista de Institucionalización de Enfoques de Género, Igualdad y Derechos Humanos en Salud.
Gabriela Zambrano, Especialista del Proyecto de Prevención del Embarazo en Niñas y Adolescentes
Marivel Illapa, Especialista de Promoción de la Salud Sexual y Reproductiva.  

	Correo electrónico
	veronica.simbana@msp.gob.ec

	¿Podemos atribuir públicamente estas respuestas a su *? (En la
web de la OACDH, en la sección de la Relatoría)
	Si X
No
Comentarios (si fuera relevante):


Antecedentes
En el marco de la resolución 42/16 del Consejo de Derechos Humanos, la Relatora Especial sobre el más alto nivel posible de salud física y mental ha identificado la sexualidad, la violencia por motivos de género y el femicidio como una de sus prioridades (Véase A/HRC/47/28 párrafos 50-64). En cumplimiento de su mandato y en consonancia con esta prioridad, la Relatora Especial ha decidido dedicar su próximo informe temático al 50º período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos, en junio de 2022, a "La violencia y su impacto en el derecho a la salud".
Objetivos del informe
La Relatora Especial pretende esclarecer quiénes se consideran víctimas de la violencia   y quiénes se ven afectados por qué tipo de violencia, haciendo hincapié en la violencia que sufren las mujeres, los niños, y las personas LGBTI, así como en la violencia por motivos de género relacionada con los conflictos. También explorará el papel de los hombres como autores de la violencia y su experiencia como víctimas. Su análisis examinará las respuestas que reciben las y los supervivientes de la violencia, centrándose en las buenas prácticas, así como en las obligaciones, responsabilidades y protecciones que se derivan del marco del derecho a la salud y otros derechos humanos relevantes sobre esta cuestión. También informará sobre las nuevas tendencias relacionadas con el impacto del COVID-19 en todas las formas de violencia y las respuestas correspondientes.
En su informe, la Relatora Especial abordará, entre otras cosas, las cuestiones relacionadas con la violencia de género, (incluida la violencia interpersonal e íntima), así como la violencia estructural. También evaluará el impacto sobre la violencia y el derecho a la salud de la criminalización del trabajo sexual, las relaciones entre personas del mismo sexo, la transexualidad, el aborto, el consumo de drogas, etc. La Relatora Especial desea identificar buenas prácticas y ejemplos de respuestas sanitarias integrales a los supervivientes de la violencia, así como identificar las lecciones aprendidas a nivel comunitario, nacional, regional e internacional.

Preguntas clave

Cuando responda a las preguntas que figuran a continuación, consulte el glosario con definiciones que se encuentra al final del cuestionario, y refiérase a todas o algunas de las formas de violencia en las que se centra este estudio, según sea aplicable en su país o región en cuestión:
1. Por favor describa, comparta datos e información sobre las características, el número de casos y el perfil de las víctimas y agresores en su país/países o región/es en relación       con:
El Ministerio de Salud Pública (MSP) cuenta con dos sistemas de registro para atenciones en salud: Registro diario de consultas de atenciones ambulatorias (RDCAA) y Plataforma de registro de atenciones en salud (PRAS). Estos instrumentos permiten registrar también las atenciones de violencia física, violencia sexual, y violencia psicológica. La información puede ser desagregada por sexo, edad, etnia, procedencia, nacionalidad, orientación sexual e identidad de género. Además, permite registrar y obtener datos de las primeras consultas y subsecuentes en base a las Clasificación Estadística Internacional de Enfermedades y Problemas Relacionados con la Salud CIE-10. A través de esta información, se analiza el perfil epidemiológico -considerando la incidencia de violencia de género en salud de las víctimas-. Mediante esta información, es posible formular estrategias de política pública pertinentes. De enero a noviembre de 2021, se registran las siguientes atenciones que dan respuesta a las preguntas: (ANEXO 01)
1.1. La violencia de género contra las mujeres.
De acuerdo a la información obtenida en el período de enero a noviembre de 2021, se reporta un total de 15.746 atenciones a mujeres víctimas de violencia de género. La violencia contra las niñas y adolescentes persiste como una causa importante al hablar del embarazo y maternidad temprana. En el Ecuador, según la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (ENSANUT) de 2012, 8 de cada 100 adolescentes menores de 14 años se quedaron embarazadas de personas mayores a 30 años, y el 80% de embarazos en esa edad fueron fruto de violencia sexual. Esta realidad resulta más compleja cuando se considera que la mayor parte de agresores se encuentran dentro del círculo cercano de la niña o adolescente, siendo padres, hermanos, tíos, vecinos y conocidos, los más frecuentes. En el año 2021 se registraron un total de 1.631 nacidos vivos, hijos de adolescentes de 10 a 14 años de edad, lo que da cuenta de las repercusiones de la violencia sexual en niñas y adolescentes en este rango de edad.
1.2. La violencia de género y otras formas de violencia contra los niños.
En el período de enero a noviembre de 2021 se reportaron 3.815 niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia de género. 
1.3. La violencia de género contra las personas LGBTI u otras personas basadas en la orientación sexual, las características sexuales y la identidad de género, reales o imputadas.
De enero a noviembre de 2021 se reportaron 18.650 casos, que incluyen atenciones por orientación sexual e identificación de género en los establecimientos del MSP. 
1.4. La violencia contra las personas con discapacidad, incluida la violencia de género.
Información en validación, se encontrará en marzo del 2022.
1.5. La violencia de género contra los hombres.
De enero a noviembre de 2021, el MSP reporta 2.904 atenciones a hombres víctimas de violencia de género. 
1.6. La violencia de género relacionada con los conflictos, incluida la violencia sexual.
De enero a noviembre de 2021, el MSP reporta 5.317 atenciones a víctimas de violencia sexual.
1.7. Por favor, comparta el análisis y la evidencia disponible sobre el impacto de la COVID-19 en las formas de violencia anteriormente mencionadas
De acuerdo a la información comparada entre los años 2019, 2020 y 2021, se evidencia que el total de atenciones tiende a bajar. Uno de los factores podría ser el temor al contagio por COVID-19 en los establecimientos de salud, por lo que no acuden las víctimas de violencia de género.
· Año 2019 sin COVID -19: 32.313 atenciones.
· Año 2020 con COVID -19: 23.871 atenciones.
· Año 2021 con COVID -19: 18.650 atenciones.
2. Por favor, describa si el marco legal prohíbe y sanciona estas formas de violencia y las definiciones y formas de violencia incluidas en el sistema legal. Por favor, explique las opciones de reparación para las supervivientes de la violencia (la vía que siguen si deciden presentar una denuncia), el nivel de impunidad, y si se reconoce el acceso a una atención física y mental integral como una forma de reparación para las supervivientes de la violencia de género.
El Ecuador ha desarrollado avances importantes en el marco de la garantía de los derechos humanos de las mujeres, niñas, niños, adolescentes, personas adultas mayores y personas diversas, a través de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra la Mujer (2018) y el Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres. Asimismo, se tipifica el delito de violencia sexual en el Código Orgánico Integral Penal; cuyos instrumentos permiten dar respuesta a CEDAW, y la Convención Iteramericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la violencia contra la Mujer -Belém do Pará, entre otras.
La Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la violencia contra la Mujer define los tipos de violencia en el Artículo 10, literales a, b, c, d, e, f: violencia física, violencia psicológica, violencia sexual, violencia económica y patrimonial, violencia simbólica; violencia política y violencia gineco-obstétrica (ANEXO 02). Además, en el Artículo 12, establece los ámbitos donde se desarrolla la violencia contra las mujeres, señalando los siguientes: intrafamiliar o doméstico, laboral, deportivo. estatal e institucional, centros de privación de la libertad, mediático y cibernético, público o comunitario, Instituciones de salud, emergencias y situaciones humanitarias y educativo.
Por su parte, el Código Orgánico Integral Penal con Registro Oficial 180 de 10 de febrero de 2014, tipifica a la violencia sexual como delito: “Artículo 158.- Violencia sexual contra la mujer o miembros del núcleo familiar. - La persona que, como manifestación de violencia contra la mujer o un miembro del núcleo familiar, se imponga a otra y la obligue a tener relaciones sexuales u otras prácticas análogas, será sancionada con las penas previstas en los delitos contra la integridad sexual y reproductiva.” Además, en la sección cuarta, dentro de los delitos contra la integridad sexual y reproductiva, en su artículo 171, tipifica la violación, como “el acceso carnal, con introducción total o parcial del miembro viril, por vía oral, anal o vaginal; o la introducción, por vía vaginal o anal, de objetos, dedos u órganos distintos al miembro viril, a una persona de cualquier sexo.” La pena privativa de libertad establecida para este delito es de 19 a 22 años, entre otros casos, cuando la víctima es menor de 14 años. Uno de los agravantes por el que siempre se establecerá la pena máxima es, por ejemplo, cuando la víctima es menor de 10 años. (ANEXO 03)
Respecto a la reparación, desde el MSP, a las víctimas de violencia de género se les realiza la atención integral en salud a través de la normativa vigente, Norma técnica de atención integral en salud a víctimas de violencia basada en género y graves violaciones a los derechos humanos, que pone a disposición la cartera de servicios, referencia y contrareferencia y cuenta con servicios específicos como: Salas de Primera Acogida con servicio especializado en pericia para casos de violencia sexual; y la prestación generalizada de la Primera Atención en todos los establecimientos de salud en los cuales se atiende de acuerdo a la gravedad del caso.
Es importante señalar que el Estado ecuatoriano establece en el Código Orgánico Integral Penal, en el Articulo 276.- Omisión de denuncia por parte de un profesional de la salud (…) y Artículo 422.- Deber de denunciar, numeral 2, Las o los profesionales de la salud de establecimientos públicos o privados, que conozcan de la comisión de un presunto delito.”; en éste marco el Ministerio de Salud Pública da cumplimiento a través del Formulario obligatorio de notificación de presuntos casos de violencia de género y graves violaciones a los derechos humanos, el cual es entregado a la Fiscalía, Policía para evitar su impunidad.
Como medida de reparación en lo que refiere a la atención integral en salud de las víctimas de violencia física, violencia psicológica y violencia sexual son atendidas de manera integral que comprende en la atención médica (clínica y psicológica y sus tratamientos), de acuerdo a los flujogramas de atención establecidos en la Norma técnica de atención integral en salud a víctimas de violencia basada en género y graves violaciones a los derechos humanos (ANEXO 04).
3. Por favor, comparta ejemplos de los tipos de violencia estructural e institucional con origen dentro del Estado, (perpetrada o condonada por el Estado) o perpetrada por aquellos que no representan o están afiliados al Estado en su país/región, y quiénes son los afectados. En particular, describa la violencia estructural/institucional en entornos médicos contra las mujeres y las niñas, las personas LGBTI y las personas con discapacidad o cualquier otro individuo o grupo relevante en su país/empresa o región.
Con el objeto de mejorar la atención integral en salud para la población que vive violencia estructural, el MSP, cuenta con las siguientes normativas:
· Plan Nacional de Salud Sexual y Salud Reproductiva (2017-2021) en proceso de actualización (ANEXO 05).
· Prevención del embarazo en niñas y adolescentes: Política intersectorial de prevención del embarazo en niñas y adolescentes Ecuador 2018 – 2025 y Proyecto de Prevención del Embarazo en Niñas y Adolescentes del Ministerio de Salud Pública -2019-2022, (ANEXO 06).
· Para violencia de género (violencia física, psicológica y sexual) cuenta con la Norma técnica de atención integral a víctimas de violencia basada en género y graves violaciones a los derechos humanos -2019.
· Para población diversa LGTIQ+: Manual de atención en salud a personas lesbianas, gays, bisexuales, transgénero e intersex -2016 (ANEXO 07).
· Personas con discapacidad: Manual de atención integral en salud sexual y reproductiva para personas con discapacidad (2017) (ANEXO 08).
· Violencia Gineco-Obstétrica: normativa en proceso de construcción. 
4. Por favor, comparta también información sobre el impacto de la criminalización del trabajo sexual, de las relaciones entre personas del mismo sexo, de la transexualidad, del aborto, del abuso de drogas, de las prácticas nocivas en la atención obstétrica, de la mutilación genital femenina etc. en la violencia experimentada por las personas afectadas y su disfrute del derecho a la salud. 
En el Ecuador, según lo estipulado en el Art. 150 del Código Orgánico Integral Penal (COIP), se considera que el aborto no es punible cuando éste es practicado por un médico u otro profesional de la salud capacitado, que cuente con el consentimiento de la mujer o de su cónyuge, pareja, familiares íntimos o su representante legal, o; cuando ella no se encuentre en posibilidad de prestarlo, en los siguientes casos:
· Si se ha practicado para evitar un peligro para la vida o salud de la mujer embarazada y si este peligro no puede ser evitado por otros medios.
· Si el embarazo es consecuencia de una violación.
El MSP tiene el fiel compromiso de garantizar el acceso al derecho a la salud para toda la población del país, lo que incluye poner a disposición de las personas, servicios de salud sexual y salud reproductiva integrales que contemplen como eje primordial el respeto de los derechos humanos, incluyendo los derechos sexuales y derechos reproductivos, y teniendo en cuenta la atención a mujeres en situación de pérdidas gestacionales como una emergencia obstétrica; por ende, ésta debe ser ágil y oportuna basada en el marco de los derechos humanos. Es así como todos los servicios de salud deben garantizar a las mujeres un proceso de atención integral, ágil, oportuno y de calidad en cumplimiento a la normativa vigente. Adicionalmente, y con el objetivo de asegurar uno de los derechos fundamentales de la población a la planificación familiar, que incluye información y acceso a métodos anticonceptivos, con el fin de que las mujeres y hombres ejerzan el derecho a decidir si quieren o no tener hijos o hijas, cuántos y en qué momento; fomentar el espaciamiento de los embarazos y posponer o evitar el embarazo en mujeres con mayor riesgo de morir, sobre todo en las más jóvenes y en aquellas que ya han tenido varios hijos y/o hijas. En los establecimientos de salud, se brinda asesoría sobre planificación familiar y anticoncepción, a todas las mujeres durante la etapa posterior a la interrupción del embarazo, mediante información clara, veraz, oportuna y basada en evidencia científica.
5. Por favor comparta información sobre las respuestas sanitarias y de otro tipo proporcionadas por el Estado y/u otros actores en su/s país/es o regiones en cuestión a los supervivientes de cada/algunas de las formas de violencia mencionadas a favor, evalúe lo que funciona bien y lo que no funciona tan bien, y si COVID-19 impactó en la respuesta.
Para dar respuesta sanitaria a las víctimas sobrevivientes de violencia basada en género, desde el MSP se aplica lo siguiente:
Normativas
· Norma técnica de atención integral a víctimas de violencia basada en género.
· Acuerdo Ministerial 267, con Registro Oficial 598 que regula el Servicios de Primera Atención y el Formulario obligatorio de notificación de presuntos casos de violencia de género y graves violaciones a los derechos humanos.
Actualmente, desde el MSP se están desarrollando instrumentos normativos específicos para fortalecer los procesos de atención integral a niñas y adolescentes víctimas de violencia, entre ellos se encuentran:
· Manual de atención integral a embarazadas menores de 15 años.
· Instructivo del tamizaje de prevención y detección de violencia física, psicológica y sexual en niñas y adolescentes de 10 a 19 años.
· Flujo de atención integral a niñas y adolescentes, gestantes y madres, víctimas de violencia sexual validado y aprobado.
Acciones realizadas
· 24.219 profesionales de la salud del MSP y 300 de la Red Pública Integral de Salud (RPIS), capacitados en la Norma técnica de atención integral a víctimas de violencia basada en género y graves violaciones a los derechos humanos en todos sus niveles de atención.
· 18.650 atenciones realizadas a víctimas de violencia de género, enero - noviembre de 2021.
· 812 kit púrpura restituidos: Tratamientos y antirretrovirales, anticoncepción oral de emergencia -AOE (609 dosis adultos, 203 para niños y adolescentes).
· 3.138 notificaciones de casos de violencia de género a nivel nacional para que se remitan al Sistema Nacional de Justicia.
Tanto en la situación de emergencia sanitaria por COVID-19, así como en otras emergencias, es importante prever rutas efectivas para la recepción del Formulario de notificación de casos de presunta violencia de género hacia la autoridad competente.
6. Por favor, especifique el presupuesto asignado en su país/regiones en cuestión, a la respuesta de la salud para los supervivientes de todas/algunas de las formas de violencia mencionadas anteriormente. Por favor, indique el porcentaje del presupuesto nacional dedicado a esto; el porcentaje de la ayuda internacional proporcionada o recibida para esto. Por favor, explique el impacto de COVID-19 en la financiación de las respuestas a todas/algunas formas de violencia en su Estado/institución.
Esta Cartera de Estado, dispone del presupuesto de gasto corriente para la atención integral en salud de las víctimas de violencia de género, que comprende: infraestructura, equipamiento, equipamiento médico, medicina gratuita, talento humano -médicos/as especializadas. También, destina recursos financieros para acciones de promoción, prevención de la violencia de género.
Las acciones se complementan con recursos aportados por parte de la Cooperación Internacional.
Es importante indicar que la pandemia por COVID -19, no constituyó una barrera para la atención a víctimas de violencia basada en género, se readecuaron los espacios en otros lugares, pero no se dejó de atender; así como también en la entrega de medicamentos.
7. Por favor, describa las necesidades de los supervivientes de las formas de violencia mencionadas anteriormente, tal y como las ha identificado su Estado/institución. Por favor, comparta las necesidades identificadas por los propios supervivientes y las de sus familias, centrándose en las necesidades de emergencia sanitaria y a largo plazo.
Desde los servicios de salud se ha observado las necesidades de las sobrevivientes de violencia de género: el acceso oportuno a salud, la no revictimización, fácil acceso al Sistema de Justicia, activación inmediata al Sistema de Prevención – entre ellos, las casas de acogida.
Las niñas y adolescentes que son madres producto de una violación, en muchas ocasiones tienen que dejar sus estudios, lo cual limita sus oportunidades laborales y su nivel de ingresos en el futuro. En este sentido, una de las necesidades prioritarias de este grupo poblacional es que puedan retomar sus proyectos de vida. Para ello, es fundamental que exista un abordaje y acompañamiento integral desde varias instituciones del Estado, a través de servicios sociales, educación, salud y protección, los mismos que se encuentran en el marco de la política intersectorial de prevención del embarazo en niñas y adolescentes. Esta articulación interministerial se ejecuta en las mesas conformadas a distintos niveles.
8. Por favor, comparta ejemplos de buenas prácticas y ejemplos de respuestas sanitarias integrales a los supervivientes de la violencia e indique los esfuerzos multisectoriales eficientes a nivel comunitario, nacional, regional e internacional por parte de actores estatales o no estatales.
Esta Cartera de Estado toma como buena práctica acciones con la ciudadanía con los siguientes resultados:
· 14.654 actividades de sensibilización para la prevención en violencia de género dirigidas a 138.619 beneficiarios/as.
· En lo que respecta a material educomunicacional, se actualizó la infografía para la primera atención en casos de violencia de género -violencia sexual.
· 658 establecimientos de salud reconocidos como Servicios Inclusivos: para obtener su reconocimiento deben generar actividades contra la violencia de género y a favor de una vida libre de violencia. 
· 1.900 técnicos de atención primaria detectan casos de presunta violencia de género a nivel comunitario.
· Se cuenta con la estrategia de abordaje del “Médico de Barrio”, que detecta casos de violencia de género.
· Se cuenta con la línea de Asesoría permanente en violencia de género 171, opción 2, para la ciudadanía y la opción 6 para atención en línea a casos en crisis por violencia de género.
· 1.349 establecimientos de salud del primer nivel de atención fueron pre-calificados como servicios de atención integral y amigable para adolescentes, donde entre los indicadores que se mide están la implementación del tamizaje y la notificación de los casos de violencia de adolescentes.
A nivel interinstitucional, se participa en Políticas, Proyectos y Mesas técnicas para dar respuesta a los diferentes temas a favor de las víctimas de violencia de género:
· Política Intersectorial de Prevención del Embarazo en Niñas y Adolescentes.
· 9 mesas zonales de implementación de la Política en la que participan el Ministerio de Salud, Ministerio de Educación, Ministerio de Inclusión Económica y Social y Secretaría de Derechos Humanos.
· 45 mesas de articulación intersectorial a nivel distrital y cantonal para seguimiento de casos de vulneración de derechos de niñas y adolescentes embarazadas y madres, a fin de garantizar sus derechos de manera integral.
· Mesa técnica de Registro Único de Violencia -RUV.
· Mesa técnica de cumplimiento de sentencia: caso Guzmán Albarracín y otras vs Ecuador.  
· Mesa técnica de prevención, protección, atención a víctimas de violencia de género en 
situación de Trata de Personas.
9. Describa las iniciativas y medidas del Estado y de otros actores para prevenir estas formas de violencia, el presupuesto específico asignado a la prevención y las buenas prácticas al respecto.
El Estado ecuatoriano impulsa el cumplimiento de la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra a Mujer, a la cual las instituciones dan respuesta semestralmente de acuerdo a sus atribuciones.
Las Instituciones que forman el Sistema Nacional Integral para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, a nivel nacional y local son:
Secretaria de Derechos Humanos, Ministerio de Educación; ente rector de Educación Superior; Ministerio de Salud; Ente rector de Seguridad Ciudadana y Orden Público; Ministerio de Trabajo, Ministerio de Inclusión Económica y Social; Consejos Nacionales para la Igualdad, Consejo de Regulación y Desarrollo de la Información y Comunicación; Instituto Nacional de Estadísticas y Censos; Servicio Integrado de Seguridad ECU 911; Consejo de la Judicatura; Fiscalía General del Estado; Defensoría Pública; Defensoría del Pueblo; y, un representante elegido de los Gobiernos Autónomos Descentralizados.
Otro instrumento importante es el Código Orgánico Integral Penal, que tipifica la penalización de la violencia sexual en su Artículo 158.
En el marco de las competencias del MSP, el presupuesto asignado a la prevención y las buenas prácticas lo hace desde gasto corriente institucional y con aporte de Cooperación Internacional.
El Proyecto de Prevención del Embarazo en Niñas y Adolescentes del Ministerio de Salud Pública, tiene como uno de sus componentes, el fomento del cambio de patrones socioculturales nocivos, relacionados con el embarazo adolescente, la maternidad temprana y la violencia basada en género. En esta línea se han elaborado y diseñado varios productos edu-comunicacionales, uno de ellos es la Caja de Herramientas para la prevención de violencia basada en género con adolescentes dirigida a profesionales de salud que trabajan directamente con adolescentes.
Además, se desarrolló la aplicación web de educación, asesoría e información sobre salud sexual y salud reproductiva para adolescente y jóvenes, donde se aborda el tema de la violencia basada en género. Se cuenta, además, con varios procesos de sensibilización, capacitación y formación en el tema, para profesionales de la salud, aliados estratégicos, diferentes actores de la comunidad y adolescentes.

Los respaldos se encuentran en el siguiente enlace:

https://almacenamiento.msp.gob.ec/index.php/s/KVeIdFjnNkohTdX

Las actividades de prevención y buenas prácticas se establecen en la pregunta 8.
Puede elegir responder a todas o a algunas de las preguntas que figuran a continuación. (El límite de palabras por cuestión es de 750 palabras).








